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ESTE TEMA EN OTRAS MATERIAS
1.1 ADMINISTRACIONES PÚBLICAS, 
TRIBUTARIAS Y ORDENACIÓN ECONÓMICA
1.1.1 Introducción
...

Entre las modificaciones introducidas merece ser destacada el establecimiento de una nueva reducción 
autonómica por la adquisición mortis causa e intervivos de una explotación agraria. Esta reducción 
propia será de aplicación tanto a parientes directos como a los asalariados agrarios con determinados 
requisitos. Además, se reduce el periodo de mantenimiento de la explotación adquirida de diez a cinco 
años. Su finalidad es facilitar la sucesión de la explotación agraria a fin de lograr la continuidad de dichas 
actividades económicas en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

...

1.1.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.1.2.1  Administraciones Tributarias
1.1.2.1.1 Tributos cedidos a la Junta de Andalucía
...

En este sentido, nos congratulamos porque, finalmente, mediante el Decreto-ley 4/2016, de 26 de julio, 
de medidas urgentes relativas al Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (BOJA 1 de agosto de 2016, 
número 146, convalidado en Sesión de la Diputación Permanente de 23 de agosto de 2016 (BOPA 294, de 
5 de septiembre), se vinieron a adoptar las modificaciones tributarias requeridas para el desarrollo del 
objetivo planteado por el Gobierno Andaluz, en la vertiente de los ingresos tributarios.

En concreto, en el Texto Refundido de las disposiciones dictadas por la Comunidad Autónoma de Andalucía 
en materia de tributos cedidos, aprobado por Decreto Legislativo 1/2009, de 1 de septiembre, se incluyen 
dos modificaciones:

En primer lugar, se modifica la mejora de la reducción estatal de la base imponible para las adquisiciones 
mortis causa de la vivienda habitual del causante, de modo que se elimina el límite máximo de aplicación 
y se establece una escala que hace depender el porcentaje de la reducción del valor real del inmueble 
adquirido por cada sujeto pasivo, con la finalidad de dar mejor cumplimiento al principio de capacidad 
contributiva.

Además, se reduce el periodo de mantenimiento del inmueble heredado de diez a tres años.

En segundo lugar, se crea una nueva reducción autonómica por la adquisición mortis causa e intervivos 
de una explotación agraria, por medio de la que se flexibiliza el requisito exigido en la normativa vigente 
de ejercicio de la actividad agraria de manera personal y directa por el transmitente, y se suprime el de que 
constituya su principal fuente de renta. Además, se reduce el periodo de mantenimiento de la explotación 
adquirida de diez a cinco años. Esta reducción propia será de aplicación tanto a parientes directos como 
a los asalariados agrarios con determinados requisitos.

Su finalidad es facilitar la sucesión de la explotación agraria a fin de lograr la continuidad de dichas actividades 
económicas en el territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
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Las medidas, relacionadas con la capacidad económica de los contribuyentes han venido a modificar el 
régimen jurídico autonómico del SD, dotándolo, a nuestro juicio, de mayor igualdad y progresividad y en 
suma, de una mayor justicia económica y social.

Este cambio regulatorio se ha plasmado en la reforma del ISD, tramitada posteriormente con la Ley 
10/2016, de 27 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad para el ejercicio 2017, que entró en vigor 
el 1 de enero de 2017, y que ha venido a mejorar las reducciones y los requisitos de acceso a las 
bonificaciones, de manera que se ha aumentado el mínimo exento en las herencias recibidas por sujetos 
pasivos parientes directos (del Grupo I y II), estableciendo un mínimo exento que pasa de 175.000 euros 
a 250.000 euros, siempre que el patrimonio preexistente esté comprendido en el primer tramo de los 
previstos en el articulo 22 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, básica del ISD.

Además, para bases liquidables incluidas de entre 250.000 y 350.000 euros se crea una reducción variable, 
de hasta 200.000 euros que corregirá el denominado error per saltum en el tramo de la tarifa, para sujetos 
pasivos de los Grupos I y II, siempre que su patrimonio preexistente esté comprendido en el primer tramo 
de los previstos en el articulo 22 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre.

...

1.1.2.2 Administraciones Públicas y Ordenación 
Económica
1.1.2.2.1 Transparencia
1.1.2.2.1.1 Administración local
...

Así sucedía en la queja 14/3145, queja 14/3259 y queja 14/3260, en las que por el representante de una 
asociación ecologista de Córdoba se denunciaba la falta de respuesta a diferentes escritos presentados 
en junio de 2014 a la Diputación Provincial de Córdoba solicitando el acceso a diversa información y 
documentación.

De la tramitación de estos expedientes se evidenciaba la falta de respuesta de la Administración Provincial 
y por tanto el incumplimiento de la obligación de resolver expresamente las solicitudes y escritos de los 
ciudadanos, por lo que, estimando tal práctica como lesiva para determinados Derechos y Libertades 
reconocidos en el Título primero del Estatuto de Autonomía para Andalucía, especialmente para el derecho 
a la buena administración, contenido en el artículo 31 de la citada norma, formulamos Resoluciones, de las 
que es muestra significativa la Resolución dictada en la queja 14/3260. 

Como respuesta a las Resoluciones dictadas, la Diputación Provincial de Córdoba nos contestó que estaba 
procediendo a dar respuesta a la Asociación interesada trasladándole la información solicitada. A la vista 
de ello, dimos por finalizadas las quejas considerando que se habían aceptado nuestras Resoluciones. 

...

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-pedimos-a-la-diputacion-de-cordoba-que-integre-la-gestion-de-solicitudes-de-informacion-ciudadana
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1.1.2.2.1.2 Administración autonómica
...

Particularmente significativa nos parece el asunto tratado en la queja 16/3681 en la que el representante 
de una asociación ecologista de Andalucía exponía que, en cumplimiento de sus obligaciones legales de 
publicidad activa, en el portal de la transparencia de la Junta de Andalucía se podía encontrar documentación 
acerca de procedimientos sometidos a trámites de información pública a los que se podía acceder mediante 
la activación de los correspondientes enlaces web. La sorpresa surgía cuando se comprobaba que la única 
documentación a la que daba acceso el enlace era al anuncio del BOJA donde se publicaba la apertura del 
periodo de información pública.

El promotor de la queja entendía que no resultaba suficiente con la publicación del anuncio de información 
pública, pues de la legislación de transparencia se deducía que el deber de publicidad activa incluía la 
obligación de publicar los documentos sometidos al trámite de información pública.

Tras hacer diversas comprobaciones, observamos que efectivamente en algunos de los enlaces incluidos 
en el portal de transparencia en relación con procedimientos sometidos al trámite de información pública 
la única documentación accesible era una remisión o conexión al anuncio del BOJA donde se publicaba el 
inicio del periodo de información pública. 

Principalmente tal incidencia se producía en relación con procedimientos dependientes de la Consejería 
de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, aunque también afectaba a otras Consejerías, como la 
Consejería de Fomento y Vivienda.

Tras analizar la legislación vigente en materia de transparencia, consideramos que podíamos estar ante 
un incumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 5.4 y 7.e) de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y en el artículo 13.1.e) de la 
Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia de Andalucía, respecto a las obligaciones de publicidad activa. 

En efecto, conforme a la norma básica estatal, la obligación sujeta a transparencia ha de ser publicada en las 
correspondientes sedes electrónicas o páginas web, de forma clara y estructurada, en formato reutilizable 
-preferentemente- e incluyendo los mecanismos adecuados para facilitar la accesibilidad, interoperabilidad, 
calidad, su identificación y su localización (artículo 5.4, de la ley 19/2013).

La información de relevancia jurídica a la que se refería el interesado en la queja, es la que el artículo 7.e) 
de la Ley básica estatal, y el artículo 13.1,e) de la norma autonómica de transparencia, demandan y exigen 
en idénticos términos; entre otras:

«e) Los documentos que, conforme a la legislación sectorial vigente, deban ser sometidos a un 
período de información pública durante su tramitación.»

Es importante reseñar que la dicción literal del precepto pone claramente de manifiesto que el objeto 
de la publicidad activa deben ser los documentos que son objeto de información pública, es decir 
aquellos que expresan el parecer de la administración y sobre los que el ciudadano puede ejercitar su 
derecho de participación formulando alegaciones o sugerencias. En ningún caso se cumple el deber de 
publicidad activa regulado en este precepto facilitando acceso al ciudadano exclusivamente a aquellos 
documentos que contienen la decisión del órgano administrativo de someter un procedimiento al trámite 
de información pública. 

A este respecto consideramos que conviene tener presente una importante línea jurisprudencial, representada 
entre otras por las Sentencias del Tribunal Supremo de 8 y 12 de abril, y 26 de diciembre de 2011, en que 
han sido anuladas disposiciones generales por incumplir alguna de las obligaciones establecidas legalmente 
en materia de publicidad durante el periodo de información pública.

Así, entiende el Alto tribunal que el simple hecho de omitir la obligación añadida de publicidad en tablón 
de anuncios, a pesar de haber cumplido la obligación de publicidad en boletín oficial, o el hecho de que el 
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anuncio del tablón no haya permanecido efectivamente expuesto todos los días del periodo legalmente 
establecido, supone un incumplimiento del deber de publicidad legalmente estipulado. Deber que 
entronca con los principios constitucionales de publicidad (art 9.3 CE) y participación ciudadana (art. 
105.a) que establecen el carácter esencial del trámite de información pública durante la aprobación de 
disposiciones de carácter general.

En dichos casos, el Tribunal Supremo ha resuelto declarando la nulidad de las disposiciones afectadas por 
infracción de las obligaciones de publicidad, señalando que, al tratarse de disposiciones que inciden en 
el patrimonio jurídico de los administrados, los mismos han de tener la posibilidad de alcanzar un cabal 
conocimiento de su contenido mediante la irrenunciable publicidad, y disponer de un trámite de audiencia 
en el que puedan ejercitar su derecho de participación. Considerando dicho trámite como esencial en la 
formación de la voluntad administrativa, al contribuir a garantizar la legalidad, el acierto, y la oportunidad 
de la opción elegida por la Administración reguladora. 

A la vista de dicha línea jurisprudencial y en aras a evitar procedimientos de reclamación que conllevarían 
la nulidad de los procedimientos en tramitación, consideramos necesario que por la Junta de Andalucía se 
adopten las medidas necesarias para dar un efectivo cumplimiento a las obligaciones legales que en materia 
de publicidad activa le impone la vigente legislación reguladora del derecho de acceso a la información y 
transparencia de las Administraciones públicas.

Por ello, hemos trasladado a la Consejería de Presidencia y Administración Local Resolución consistente, por 
un lado, en un Recordatorio de los deberes legales contenidos en los artículos 5.4 y 7.e) de la Ley 19/2013, de 
9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el artículo 13.1.e) de la 
Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia de Andalucía. Y por otro lado en las siguientes Recomendaciones:

“RECOMENDACIÓN 1: Consistente en la necesidad de dictar las instrucciones oportunas para que 
por parte de las distintos organismos integrantes de la Administración de la Junta de Andalucía 
se de estricto cumplimiento a los deberes de publicidad activa en relación con la información 
jurídica, en particular por lo que se refiere a la efectiva publicación de los documentos sometidos 
a trámite de información pública.

RECOMENDACIÓN 2: Que se comprueben los procedimientos actualmente en trámite de información 
pública al objeto de verificar el cumplimiento efectivo en los mismos del deber de publicidad 
activa, procediendo, en caso de incumplimiento, a retrotraer los procedimientos al momento 
inicial de sometimiento al trámite de información pública, incluyendo la publicación integra de 
los documentos objeto de dicho trámite.”

...

1.1.2.2.5 Contratación en el Sector Público
El año pasado realizamos de oficio la queja 16/1087 para trasladar a las entidades integrantes en la 
Administración Local de Andalucía el posicionamiento de la Institución del Defensor del Pueblo Andaluz 
sobre la inclusión de referencias y cláusulas sociales en los documentos reguladores de la contratación 
administrativa; para lo que formulamos la Resolución que consta en las actuaciones y que sintetizamos 
seguidamente.

En la misma incluíamos nuestras consideraciones sobre la positivación de las cláusulas sociales que se 
habían ido incorporando al Derecho interno por expresa prescripción contenida en las Directivas de la 
Unión Europea y del Derecho derivado de los Tratados Constitutivos. en el Ordenamiento básico estatal 
y en el Régimen Local.

Así en el Ordenamiento básico estatal y en el Régimen Local; sabido es que por expresa prescripción de 
los artículos 2 y 3, del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprobó el Texto 
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, tanto por el ámbito objetivo como por el ámbito subjetivo 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-que-se-de-publicidad-efectiva-a-la-publicacion-de-los-documentos-sometidos-a-tramite-de
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/el-defensor-del-pueblo-andaluz-promueve-la-inclusion-de-clausulas-sociales-en-la-contratacion
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/resolucion-de-posicionamiento-sobre-la-inclusion-de-clausulas-sociales-en-la-contratacion
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de aplicación de la referida Disposición Legal, actualmente la misma rige también para los contratos que 
celebren las Entidades Locales y sus organismos dependientes, considerándose a las Entidades que integran 
la Administración Local como formando parte del sector público a efectos de las normas de contratación.

Igualmente debe ser tomado en consideración al respecto el Ordenamiento estatutario autonómico y las 
expresas prevenciones y derechos establecidos en el Estatuto de Autonomía para Andalucía, aprobado 
por la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, en su Título I, que establece además un catálogo de derechos 
sociales y deberes, tendentes a configurar un marco de exclusión de la marginación y discriminación sociales 
(igualdad de género, atención y protección de personas menores, de jóvenes y mayores, prestaciones 
sociales y renta básica, atención y ayudas a personas discapacitadas, garantía del derecho al trabajo, 
promoción pública de viviendas, etc.). 

Estableciendo los objetivos y principios básicos de actuación de la Comunidad Autónoma, como el de superar 
la exclusión social y lograr las mayores cotas de cohesión social, utilizando como medidas instrumentales 
para ello: el sistema de bienestar público; la atención a los colectivos y zonas desfavorecidas (artículo 14 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía); estableciendo como principio rector de las políticas públicas la 
atención social a las personas marginadas, excluidas y discriminadas socialmente (artículo 37.7 del mismo). 

Formulando en aquellas actuaciones Sugerencia en el sentido de que por los órganos competentes de 
todas y cada una de las Entidades que integran la Administración local de Andalucía, se llevare a cabo 
la aprobación de directrices y de Pliegos de Clausulas Administrativas Generales, con expresa inclusión 
de cláusulas sociales en la contratación administrativa de tales Entidades y de sus Organismos y Entes 
instrumentales, como medio de promoción de la estabilidad y sostenibilidad económicas, para mejorar 
la calidad de vida de la población, así como para tratar de articular en mayor y mejor medida la cohesión 
social y la igualdad en el ámbito local afectado.

Las numerosas respuestas recibidas hasta la fecha muestran la favorable disposición existente entre las 
entidades locales andaluzas en orden a incluir cláusulas sociales en sus contratos administrativos.

1.5 EMPLEO PÚBLICO, TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL 
1.5.3 Quejas de oficio, Colaboración de las 
Administraciones y Resoluciones
...

• Queja 16/1826, Dirección General de Gestión del Medio Natural y Espacios Protegidos de la Consejería 
de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, relativa al procedimiento de selección y acceso a puestos 
del Plan INFOCA.

...

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/procedimiento-selectivo-de-acceso-a-puestos-del-plan-infoca-en-campanas-anuales
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